	Fecha
	 30 de agosto de 1965
	Sesión número
	39

	Motivo: Amparo

	Recurrente: SARA ARAGÓN SOLANO Y WIL WORTH FISHER ANGLIN

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE SAN JOSÉ

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que no procede el cierre de su establecimiento comercial “Copacabana Night Club” ni la cancelación de sus patentes, ordenada por la Gobernación, y confirmada por el Ministerio de Gobernación y Policía, al tener por probado que en él se producen ruidos y alteraciones a la moral y al orden público, y que no reúne las condiciones higiénicas necesarias que exige la ley. Que no le corresponde al Gobernador conocer de estos asuntos - ya que se trata de materia estrictamente judicial - ni proceder a cancelar las patentes, ni a la clausura de un establecimiento comercial por faltas sanitarias. Alegan violación de los artículos 10, 11, 35, 39, 46 y 56 de la Constitución Política.  

	Respuesta del recurrido: Informan los recurridos que con fundamento en la investigación de rigor, se demostró que efectivamente se realizaban en el negocio de los recurrentes en forma contínua, hechos atentatorios a la moral y las buenas costumbres, y en consecuencia se ordena el cierre del negocio, con fundamento en el artículo 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Con fundamento en el artículo 50 de las Ordenanzas Municipales, el recurrido goza de plena facultad para cuidar de la tranquilidad, del buen orden y de la seguridad de las personas, así como del cumplimiento de todo aquello que pertenezca a la policía. La supresión de hechos que atentan contra la moral y las buenas costumbres, se ajusta a las regulaciones de policía, por lo que no puede aceptarse que, al actuar como lo hicieron, los funcionarios recurridos se hayan arrogado facultades que la ley no les concede.  Los Magistrados Coto, Fernández y Odio, únicamente en lo que atañe a la cancelación de las patentes, votaron por declarar con lugar el recurso.


N° 30
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día treinta de agosto de mil novecientos sesenta y cinco, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Elizondo, Acosta Quirós,  Calzada, Jacobo, Jiménez, Coto, Bejarano, Soto, Fernández, Sanabria, Odio, Jugo  y Porter
Artículo VIII
Se trajo a estudio el recurso de Amparo establecido por Sara Aragón Solano y Wil Worth Fisher Anglin contra el señor Ministro de Gobernación y el señor Gobernador de la Provincia de San José, en el cual los recurrentes alegan: “a) Que no procede el cierre del establecimiento comercial denominado Copacabana Night Club, situado en Avenida 20, calles 17 y 19 de esta ciudad; b) Que no procede la cancelación de las patentes de licores nacionales y extranjeros, nacional especial, de bailes, rockola y de hotel: c) Que tenemos derecho a mantener abierto dicho establecimiento.  Previo a todo trámite, rogamos, que se envíe comunicaciones a la Gobernación de la Provincia de San José y al señor Ministro de Gobernación y Policía, a fin de que se abstengan de ejecutar las resoluciones que indicaré, hasta tanto no se falle este recurso.  Basamos nuestro recurso en lo siguiente: 1) La Gobernación de la Provincia de San José, por resolución N° 19 de las 10.30 horas  del 2 de junio próximo pasado, ordenó el cierre del establecimiento comercial denominado Copacabana Night Club, de esta ciudad, situado en Avenida 20, entre calles 17 y 19.  Para dictar dicho fallo, tiene como “hechos probados: a) Este despacho tiene por probado que en el negocio comercial que se examina, se producen ruidos y alteraciones al orden público, naturales y corrientes en establecimientos de esta índole; b) Que la Junta Directiva del Instituto Costarricense de Turismo, en su inciso a) del artículo 3 de la sesión N° 690, celebrada el 24 de abril de 1962…..expresó: La Junta Directiva acuerda declarar zonas turísticas las capitales de las provincias….c) Que el local donde opera el mencionado Night Club, no reúne las condiciones higiénicas necesarias como lo exige la ley conforme puede apreciarse de los informes rendidos…Que procede, por consiguiente, con base en el artículo 50 de las Ordenanzas Municipales, artículo 206 del Código Sanitario, ordenar la clausura del Night Club mencionado, así como cancelar las patentes de hotel y especial nacional de licores….de dicho establecimiento. 2) Apelada dicha resolución, el Ministerio de Gobernación y Policía, por resolución N° 236 de las 13 horas del 22 de junio del corriente año, publicada en La Gaceta N° 153 del 9 de los corrientes, confirmó la resolución del Gobernador de esta provincia. 3) Que la medida tomada por dichas autoridades, se nos está causando un grave perjuicio económico, ya que somos un matrimonio que vivimos de lo que deja el establecimiento comercial, tenemos hijos estudiando, tanto en la escuela como en el colegio y éste es nuestro único medio de vida.-  Nuestra inconformidad, se base en lo siguiente: a) El señor Raimundo Leitón Solano, presentó denuncia ante la Gobernación de esa ciudad, por violación de los artículos 131 y 132 del Código de Policía – Perturbaciones al Sociego Público – alegando, que nuestro establecimiento es una casa de citas o de alcahuetería, en donde se reúnen hombres y mujeres de mala vida y se producen escándalos y ruidos.  Es decir, presenta una denuncia, para que se compruebe la violación de los citados artículos del Código de Policía y se ordene cerrar nuestro establecimiento, pues se producen escándalos y ruidos y en él se reúnen hombres y mujeres malos. Nótese en cuanto a ese aspecto, que no le corresponde al señor Gobernador conocer de estos asuntos, ya que se trata de materia estrictamente judicial, por disposición  expresa de la Constitución Política, en su artículo 35.-  La violación de los artículos del Código de Policía, corresponde averiguarlas a los tribunales de justicia represiva y no a un Gobernador.-  El Gobernador de la Provincia, tiene entre las facultades que le da el artículo 50 de las Ordenanzas Municipales, entre otras, velar y cuidad del bienestar de los habitantes de la provincia a su mando, pero no tiene facultades para establecer una sanción, que corresponde a los tribunales establecidos, sean los dependientes del Poder Judicial, ya que de conformidad con el artículo 116 del Código Penal, corresponde a los Tribunales Judiciales en lo represivo el conocimiento de esas causas; se indica en dicho artículo, la forma en que se procederá al cierre o clausura de los establecimientos comerciales.  En el campo administrativo, no se puede seguir proceso contra ninguna persona, ni decretar el cierre de establecimientos mercantiles, si no, es siguiendo el procedimiento señalado por la ley a los tribunales de justicia, y siempre y cuando, sean éstos los que dicten las sentencias o resoluciones.-  El artículo 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales, no faculta al Gobernador para proceder al cierre de un negocio comercial.  Al respecto, hay una ley específica, sea el artículo 116 del Código Penal.  Tampoco tiene facultades el señor Gobernador, de conformidad con el artículo 50 de las Ordenanzas citadas, para proceder a cancelar las patentes de licores, la Especial Nacional, la de hotel, la de rockola o la de bailes.-  En este mismo aspecto, no se ha comprobado – en todo caso – efectivamente, que en nuestro establecimiento se produzcan escándalos y ruidos, fuera de los corrientes en esta clase de establecimientos.  Así, tenemos, como la misma Gobernación, en la resolución aludida, da por un hecho, que en nuestro negocio “se producen ruidos y alteraciones al orden público, naturales y corrientes en establecimientos de esta índole”, y además, el Instituto Costarricense de Turismo, declaró zona de turismo, esta ciudad, y en consecuencia, se pueden establecer esta clase de negocios en toda la ciudad de San José, y cerrarlos, a cualquier hora.  Lógicamente, estos establecimientos, producen ruidos y alteraciones naturales, como son la música, la alegría de los clientes, la orquesta, y como es natural, de cuando en cuando, un pleito entre los clientes, que siempre trata uno de impedir, por lo que ellos se ven en la necesidad de salir del salón, se van a la calle, y ahí, corresponde a las autoridades civiles, poner orden.  Revisando el expediente, y siempre en cuanto a este mismo asunto tenemos:  Los testigos presentados por el denunciante: Indalecio Sáenz Pacheco, cuya declaración aparece a folio 13, vive en calle 26, Avenida 19; mi establecimiento está situado en Avenidas 20, calles 19 y 21, véase la localización de nuestro establecimiento.  La única prueba que nos perjudica, es de José Matamoros Ramírez al folio 18 vuelto y la de Rosa Hernández Aguilar, al folio 24.  De ésta última, no parece raro, que no es sino ahora, que siente las molestias de nuestro establecimiento, cuando tiene de vivir, más de veinte años cerca del Night Club? La prueba, indudablemente, es de complacencia.  Además, y prueba de suma importancia, es la que aparece al folio 19 que es el informe del Inspector de Espectáculos Públicos de la Gobernación, que manifiesta que se ha presentado a nuestro establecimiento en varias ocasiones, especialmente los sábados y los domingos, y no ha comprobado que se produzcan escándalos y ruidos, más que los naturales en esta clase de negocios.  Informa que va a seguir visitando el negocio, y hasta la fecha, no ha cambiado de criterio, lo que demuestra, que no se producen escándalos y ruidos, superiores a los comunes y corrientes en negocios de esta índole. Ahora, la misma Gobernación admite que en estos establecimientos se tienen que producir ruidos y alteraciones al orden público, ya que son naturales y corrientes y da a entender, que por eso el Instituto de Turismo, autoriza el establecimiento de esta clase de negocios en las capitales de provincia.  Así lo ha interpretado el Instituto y la misma Gobernación de San José.  Por otro lado, y debo de hacerlo notar, para que quede bien claro, es que la persona que presentó la queja, es un comerciante igual a nosotros, como él mismo lo manifiesta en su denuncia, es propietario del establecimiento El Triángulo.  De sumo interés es el escrito que presento adjunto, en el cual, vecinos de nuestro Night Club, manifiestan enfáticamente, que nuestro denunciante, no vive cerca del negocio, sea en avenida 20, calles 17 y 19.  No se trató, pues, nada más que de una cuestión propiamente comercial; b)  En cuanto al aspecto sanitario, contemplado en el proceso, y que es una de las bases fundamentales para que se procediera al cierre de nuestro establecimiento, debemos hacer el siguiente comentario.  No corresponde al señor Gobernador de la Provincia, establecer el cierre o clausura de un establecimiento comercial, por faltas sanitarias.  El Código Sanitario tiene contemplado el caso  y fija los trámites respectivos, que no son los que se han seguido en este caso.- Los artículos 281, 282, 283, 284, 322, siguientes y concordantes del citado Código Sanitario tienen un trámite especial para clausurar los establecimientos que no cumplen con las medidas sanitarias o de higiene necesarias.  En todo caso, se establece un período para el propietario, para que haga las mejoras necesarias.  Además, aun cuando fuera correcto el trámite que se le dio a este asunto, en el aspecto sanitario, debió habérsele notificado al propietario de inmueble, ya que así lo ordena el Código Sanitario y hasta la fecha, no se ha hecho.  Lo anterior, tampoco da base para que el señor Gobernador decrete el cierre de un establecimiento comercial, que ordene la cancelación de las patentes.  El Código Sanitario y la Ley de Ordenanzas Municipales, no lo autorizan para dictar esas medidas; c) Desde todo punto de vista, se tramitó mal este expediente; se mal interpretó el Código Sanitario y la Ley de Ordenanzas Municipales; se confundieron los procedimientos y erró en cuanto a la prueba; d) Se dio trámite a una denuncia de carácter judicial – violación de los artículos 131 y 132 del Código de Policía. 2) Se dio trámite a una cuestión propiamente de carácter sanitario, que no corresponde a la Gobernación; 3) no se demostró plenamente, que en nuestro establecimiento se produjeran alteraciones y ruidos, que no fueran los normales en esta clase de establecimientos; hay error en cuanto a la apreciación de la prueba; e) Téngase en cuenta, que la Ley de Ordenanzas Municipales, en su artículo 50, no autoriza al Gobernador, para decretar el cierre de establecimientos comerciales, sino para tomar todas las medidas que crea necesarias y convenientes para el bienestar de los habitantes.  Se establecen, en consecuencia, tres ámbitos: a) el administrativo; b) el judicial y c) el sanitario.  En cuanto al aspecto sanitario, tenemos, que no corresponde al Gobernador inmiscuirse en estos asuntos.  En cuanto al Judicial, menos, ya que corresponde a los tribunales represivos y en cuanto al último, al que sí le corresponde, no está demostrado plenamente, que se justifique una medida de esa naturaleza, ya que en nuestro establecimiento no se producen escándalos superiores a los necesarios y naturales para esta clase de negocios.  Así, lo tiene por probado la propia Gobernación.  Si procediera el cierre por cuestiones sanitarias, que sean las autoridades correspondientes las que lo ordenen, si es algo judicial, que sean los tribunales los que decidan.  A todas luces, el Gobernador no tiene la razón ni las atribuciones necesarias para decretar cierre en el presente asunto.  El artículo 116 del Código Penal tiene el caso previsto.  El Código Sanitario también.  No hay prueba exacta, para que se proceda en lo administrativo al cierre, y menos aún, a la cancelación de las patentes.  El señor Gobernador se tomó atribuciones que no le corresponden; f) La denuncia presentada, debió haberse remitido a una Agencia Judicial de Policía para el trámite correspondiente; en cuanto al aspecto sanitario, debó procederse conforme a lo establece el Código Sanitario.  Pero nunca, procederse en la forma en que se ha hecho. Con la orden emanada por la Gobernación, de San José, confirmada por el Ministerio de Gobernación y Policía, se nos está impidiendo el libre ejercicio del comercio; se no está juzgando por un tribunal no competente; conoce una autoridad de materias judiciales y sanitarias, que corresponden a otros funcionaros; se ordena el cierre de un establecimiento y la cancelación de sus patentes, sin estar demostrado que se producen alteraciones y ruidos, superiores a los que normalmente se suceden en estos negocios; se atribuye un funcionario, funciones que no le corresponden. Acuso violación de los artículos 10, 11, 35, 39, 46 y 56 de la Constitución Política.  Por lo expuesto, leyes citadas, artículo 49 de la Constitución Política y Ley N° 1161, Ley de Amparo, nos presentamos a establecer esta gestión.”

Los citados funcionarios rindieron sus informes así: “Por denuncia que oportunamente formulara el señor Raimundo Leyton Solano, de que en el establecimiento comercial de los recurrentes, se producían, en forma continua, actos contrarios a la moral pública, se procedió a levantar la información de rigor en estos casos, llegándose a demostrar, a juicio del señor Gobernador, que efectivamente se realizaban en ese negocio, actos que justificaban el cierre del mismo.  Al conocer en alzada de la resolución del señor Gobernador, estimé que, efectivamente, en el negocio de los señores Aragón Solano y Fisher Anglin se producían,  en forma contínua, hechos atentatorios a la moral y las buenas costumbres, posible inclusive de tipificar dentro de las disposiciones que contiene nuestro Código Penal y de Policía, en sus respectivos capítulos sobre ultrajes al pudor y a la moralidad pública.-  Así las cosas no quedaba este Ministerio, dentro de las normas de sana política administrativa que se ha impuesto el Despacho a mi cargo, en resguardo de la moral pública, que impartirle su aprobación a la resolución venida en grado, fundándose legalmente para ello en las atribuciones, típicas del Poder de Policía, que la Constitución y las Leyes confieren a las autoridades administrativas.-  Concretamente, en el caso que nos ocupa, la decisión del señor Gobernador y de este Ministerio, se fundamenta, en lo principal, en lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales, que confiere al Gobernador de la Provincia la obligación de “cuidar especialmente de la tranquilidad, del buen orden y de la seguridad de las personas, bienes y derechos de los ciudadanos y habitantes…y de todo aquello que pertenezca a la policía, seguridad y propiedad de la provincia a su mando”.  Son esas funciones típicas de policía administrativa que tanto la doctrina en lo que toca al poder de policía, y esa Honorable Corte Suprema de Justicia, en jurisprudencia reiterada en materia de amparo, apoyan la legalidad de aquellas resoluciones de las Autoridades Administrativas, que ordenan el cierre de establecimientos comerciales, cuando en ellos se producen actos que ofenden la moral pública o que atentan a la salud pública, cuya custodia se le ha encomendado. Esa disposición de las Ordenanzas Municipales, encuentran pleno apoyo no sólo en razones de conveniencia general sino, igualmente, en disposiciones de nuestra Carta Fundamental (inciso 6 del artículo 140 de la Constitución Política). Encontrándose ajustadas en un todo, las resoluciones que se impugnan a la Constitución y Leyes de la República, no puede haber violación a ninguno de los artículos de nuestra Carta Fundamental, que acusan como lesionados los recurrentes.  Los artículos 10 y 11 de la Constitución Política sólo establecen garantías contra vicios formales de un acto del Poder Público, cuya violación no podría, en todo caso, invocarse por la vía del Recurso de Amparo.  Más tirada de los cabellos resulta la cita del artículo 35 Constitucional, como caso de violación producida en autos, porque la decisión del señor Gobernador, y la del Ministerio a mi cargo no constituyen un juzgamiento, en los términos concebidos en esa Norma Constitucional, sino típicamente una medida de policía cuya ejecución corresponde a las Autoridades Administrativas.-  Por esos mismos motivos, esto es que la resolución está fundada en medidas del Poder de Policía, no puede estimarse tampoco como violado el artículo 39 Constitucional.-  Tampoco se puede incurrir en el caso de mérito, en violación a lo dispuesto en el artículo 46 de ese cuerpo de leyes, porque el ejercicio del comercio no supone, en modo alguno autorización para violar el orden y la moralidad pública.  Asimismo, y siempre por las mismas razones apuntadas en el párrafo anterior, no se pudo incurrir, en el asunto de mérito en violación a lo dispuesto en el artículo 56 constitucional.- No debe olvidarse, y es hoy en concepto dominante en la materia, que por Poder de Policía  se entiende, la facultad o potestad jurídica, por parte de la Administración Pública, de establecer limitaciones y ejercer coactivamente su actividad con el fin de regular el uso de la libertad personal y promover el bienestar general. (Bielsa. Tratado de Derecho Administrativo, Tomo IV).  Consecuentemente con ese significado y alcance del Poder de Policía, el ejercicio del comercio, del Derecho de Trabajo y en general de la libertad personal, deben necesariamente realizarse dentro de las normas que impone el Poder de Policía, que tiene, como ya se dijo anteriormente, asidero no sólo legal (Ley Formal), sino también Rango Constitucional.  No omito finalmente manifestar a los señores Magistrados, en lo que toca a las actividades que se realizan en el Copacabana Night Club, que ya en otra oportunidad ese negocio fue objeto de otra información de la misma índole de la que motiva este recurso, cuya resolución no llegó a ser ejecutiva tan sólo por el deseo de brindar otra oportunidad a los recurrentes, de conformar su actividad comercial, con las normas que exigen la moral y las buenas costumbres.- F) Francisco Urbina G. Ministro de Gobernación.”…” “Incurren en grave error de apreciación e interpretación los recurrentes al manifestar que la Gobernación de la Provincia carece de facultades legales para ordenar el cierre de un establecimiento comercial ya que el artículo 50 de las Ordenanzas Municipales (Ley N° 20 de 24 de julio de 1867) establece: “El Gobernador cuidará especialmente de la tranquilidad, del buen orden y de la seguridad de las personas, bienes y derechos de los ciudadanos y habitantes, del cumplimiento de la Constitución y de las leyes, de los decretos, órdenes y resoluciones del Poder Ejecutivo, y de los mandamientos, sentencias de los Tribunales y Juzgados y de todo aquello que pertenezca a la policía, seguridad, y propiedad de la provincia a su mando”.  De la transcripción hecha se evidencia las amplias facultades de que disfruta el Gobernador de la Provincia para proceder en un caso como en el presente.  En efecto ha quedado ampliamente demostrado que en el negocio denominado “Copacabana Night Club”, sito en Avenida 20 entre Calles 17 y 19, se producen ruidos y alteraciones al orden público, es decir se altera la tranquilidad de la sociedad, asimismo está comprobado que dicho local no se ajusta a las regulaciones de seguridad requeridas (ver informe de la Sección de Construcciones de la Municipalidad, folio 31); (informe del Director del Departamento Sanitario del Ministerio de Salubridad Pública, folio 32), de lo expuesto se colige, sin lugar a dudas, que el presente caso cae bajo las disposiciones del artículo cincuenta citado.  A más de esto, cabe apuntar que el funcionamiento de tal local está en contradicción con lo dispuesto por el artículo 206 del Código Sanitario, según puede desprenderse de informe de Radio Patrullas (folio 18) y declaración de Rosa Hernández Aguilar (folio 29) denuncias de Raimundo Leitón Solano (folio 1) queja de los vecinos del local (folio 2).  Todas estas razones unidas al hecho de que en la práctica tal centro social es en realidad una casa de citas, con lo cual se están violando las disposiciones de los artículos 131 y 132 del Código de Policía, así como el hecho de haberse comprobado que se producen ruidos molestos a consecuencia del funcionamiento de tal local, llevaron a esta Gobernación a ordenar el cierre del negocio en cuestión.  En cuanto a la manifestación de los recurrentes de que no procede la cancelación de la patente de licores, cabe observar que de conformidad con lo dispuesto por el párrafo último del artículo 29 de la Ley de Licores vigente “La clausura de un establecimiento de licores, impuesta como pena, trae como consecuencia la pérdida del derecho en un remate adquirido.”  Con base en las razones de hecho y de derecho expuestas, ruego rechazar en todos sus extremos el presente recurso de Amparo. f) Ing. Manuel A. Padilla J. Gobernador de la Provincia.”

Previo el estudio correspondiente, se resolvió declarar sin lugar el recurso, por los motivos que seguidamente se indican:
I.- La resolución número diecinueve, de las diez horas y treinta minutos del dos de junio recién pasado, dictada por el señor Gobernador de esta Provincia, ordenó la clausura del negocio denominado “Copacabana Night Club”, ubicado en esta ciudad, cuyas patentes aparecen a nombre de la señora Sara Aragón Solano.  Ordenó asimismo a la Inspección General de Patentes Municipales la cancelación de las patentes de hotel y Especial Nacional de Licores de dicho establecimiento. (Ver folios 33 y 34 del expediente respectivo en que se ordenó el cierre del negocio). Tuvo fundamento la sobredicha resolución en el artículo 50 de la Ley N° 20 de 24 de julio de 1867 (Ordenanzas Municipales), y en el 206 del Código Sanitario.  El Ministerio de Gobernación, a las trece horas del veintidós de junio último, conociendo en apelación interpuesta por Will Worth Fisher Anglin y Sara Aragón Solano confirmó la resolución del señor Gobernador, antes indicada (Mismo expediente, folio 40).

II.- Los reclamantes Sara Aragón Solano y Wil Worth Fisher Anglin, han establecido recurso de amparo contra los señores Gobernador de la Provincia y Ministro de Gobernación y Policía, acusando violación de los artículos 10, 11, 35, 39, 46 y 56 de la Constitución Política, alegando en síntesis que el artículo 50 de las Ordenanzas Municipales no faculta al Gobernador para proceder al cierre de un negocio comercial; que tampoco tiene facultad, de conformidad con la citada regla, para proceder a cancelar las patentes de licores, la especial nacional, la de hotel, la de rockola o la de bailes. Que en cuanto al aspecto sanitario, que es una de las bases principales para que se procediera al cierre del establecimiento de los recurrentes, no corresponde al Gobernador establecer el cierre o clausura, por faltas sanitarias.  Que el Código Sanitario tiene contemplado el caso y fija los trámites respectivos, que no son lo que se han seguido en este caso.  Que con la orden emanada de la Gobernación de esta ciudad, y confirmada por el Ministro, se les está impidiendo a los reclamantes el ejercicio del comercio; se les está juzgando por un tribunal no competente; se ordena el cierre de un establecimiento y la cancelación de sus patentes, sin estar demostrado que se producen alteraciones y ruidos, superiores a los que normalmente se suceden en estos negocios.
III.-  Ni la resolución del señor Gobernador ni la confirmatoria del señor Ministro de Gobernación, transgreden la Constitución en las reglas que los recurrentes reclaman, de acuerdo con lo que a continuación se explica: En lo que concierne al artículo 10, éste comprende un principio de carácter general, respecto a que las disposiciones del Poder Legislativo o del Poder Ejecutivo contrarias a la Constitución adolecen de nulidad absoluta, así como los actos de los que usurpen funciones públicas y de los nombramientos hechos sin los requisitos legales, pero no se refiere a ninguna garantía en particular, y por esa razón no ha sido violado.  El artículo 11 dispone que los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede.  Es de notar, sin embargo, que el Gobernador en su resolución, se basó en el artículo 50 de las Ordenanzas Municipales, y que como puede observarse del antedicho texto, ese funcionario goza de plena facultad para cuidar especialmente de la tranquilidad, del buen orden y de las seguridad de las personas, así como del cumplimiento de todo aquello que pertenezca a la policía, etc.- y policía, en el caso de esa disposición es: Buen orden que se observa y guarda en las ciudades y repúblicas, cumpliéndose las leyes u ordenanzas establecidas para su mejor gobierno.  A decir verdad, nada hay más ajustado a ese buen orden y a las regulaciones de policía, que la supresión de escándalos y, como éstos han tenido realización en el negocio de los recurrentes, no puede aceptarse que los funcionarios recurridos se hayan arrogado facultades que la ley no les concede, al actuar como lo hicieron.  En lo que concierne a la norma número 35 de la Constitución, tampoco ha sido quebrantada, porque los reclamantes no han sido juzgados por el Gobernador ni por el Ministro, ya que juzgar significa: Dar el Juez su sentencia, y juzga quien falla un proceso o negocio  que se somete a su jurisdicción.  Es obvio que el cierre de un negocio y la cancelación de sus patentes, no implica un juzgamiento en el sentido en que lo contempla aquella regla, sin que lo dicho envuelva juicio alguno sobre las medidas, ajeno a las normas constitucionales que se reclamen como infringidas.  Igualmente debe decirse que la expresada clausura del establecimiento y cancelación de patente no equivalen a aplicación de una pena, por lo que no puede admitirse que se haya violado la regla 39 de la Carta Fundamental. Con respecto a la amenaza o restricción a la libertad de comercio que se alega, el recurso es inatendible, pues la resolución impugnada no coarta la libertad aludida, sino que limita su uso abusivo, desde luego que los escándalos en el referido “Night Club” están debidamente demostrados en el expediente levantado en la Gobernación, según declaraciones de Indalecio Sáenz Pacheco, José  Matamoros Ramírez, Agustín Pérez Martínez y Rosa Hernández Aguilar, de folio 13 frente y vuelto, 14 y 29 frente y vuelto, el informe del Segundo Comandante de la Compañía de Radio Patrullas, del folio 18.  En consecuencia no ha habido transgresión a la regla 46 de la Carta Política. Finalmente en lo que hace a la restricción de la libertad de trabajo que consagra el artículo 56, tampoco la ha habido, ya que a los recurrentes no se les ha vedado el ejercicio del trabajo, sino el uso descomedido del mismo.
IV.-  En el recurso se alega que se tramitó mal el expediente respectivo, que se han confundido los procedimientos y que se mal interpretó el Código Sanitario, pero lo cierto es que tales extremos no pueden ser materia de pronunciamiento en un recurso de amparo, en el que lo sustancial es examinar si los funcionarios de quienes se recurre han actuado en contra de disposiciones de la Carta Política, que garantiza determinados derechos individuales; por tal razón, está por demás emitir pronunciamiento a ese respecto.


Los Magistrados Coto, Fernández y Odio únicamente en lo que atañe a la cancelación de las patentes, votaron por declarar con lugar el recurso, con base en las siguientes razones: “El señor Gobernador de la Provincia de San José procedió correctamente al ordenar el cierre del establecimiento “Copacabana Night Club”, pues con la investigación practicada logró comprobarse que en ese negocio se producían escándalos y se realizaban actos contrarios a la moral.  El artículo 50 de las Ordenanzas Municipales otorga pleno respaldo a la actuación del señor Gobernador, pues entre las atribuciones que le confiere están las de cuidar por la tranquilidad de las personas y de todo aquello que pertenezca a la policía en la provincia de su mando; y no hay duda de que el cierre del establecimiento constituye típicamente una medida de esa índole.  Además, el artículo 41 (antes 35) de la Ley sobre Venta de Licores dispone que “las autoridades de policía quedan facultadas para suspender la venta de licores, por el tiempo que lo estimen prudente, cuando en cualquier establecimiento dedicado a ese negocio se produzca escándalo o alteración del orden y tranquilidad públicos.”  Hasta aquí no puede hacerse ninguna objeción a lo que resolvió la Gobernación de la provincia.  Pero no ocurre lo mismo en cuanto a la cancelación de las patentes, pues en este particular el señor Gobernador no actuó dentro de sus atribuciones legales.  Es necesario hacer hincapié en que el poder de policía, en cuanto está confiado a los Gobernadores de Provincia, no puede ejercerse en forma irrestricta, pues la actuación de esos funcionarios debe limitarse a lo que es absolutamente indispensable para restablecer, por medios directos y rápidos, la tranquilidad o el orden público y suprimir los hechos que atentan contra la moral, sin invadir la esfera de otras autoridades.  En todo lo demás que no sea de carácter urgente, como la cancelación de patentes municipales, lo razonable es que los Gobernadores se abstengan de dictar medidas que en realidad corresponden a otros órganos del poder público.  Lo dicho permite afirmar que esa cancelación no debió decretarse por el señor Gobernador ni por el Ministro de Gobernación conociendo en alzada, pues ninguna ley otorga facultades a esos funcionarios para ello, ni tampoco existían razones de urgencia para disponerlo así, pues para el caso bastaba con el cierre del establecimiento. Esa cancelación no deja de ser una pena por el hecho de que quienes la ordenaron afirmen que no tiene ese carácter; de manera que el señor Gobernador debió limitarse a cerrar el negocio, para que luego fuesen otras autoridades las que se pronunciaran sobre la posible cancelación de las patentes, máxime que éstas constituyen un derecho incorporado al patrimonio de quien las obtuvo por adjudicación del Municipio.  Por todo lo expuesto consideramos que el recurso de amparo resulta procedente en este extremo, pues la medida dictada infringe el artículo 39 de la Constitución Política.”
